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1.  Disposiciones generales

AICNEDISERP AL ED AÍREJESNOC 

DECRETO 63/2012, de 13 de marzo, de modifi-
cación de diversos Decretos en materia agroalimenta-
ria y buceo profesional, para su adaptación a la Ley 
17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a 
las actividades de servicios y su ejercicio.

La Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios 
en el mercado interior (Directiva de servicios, en adelante), 
establece el marco jurídico dentro de la Unión Europea para 
suprimir las trabas injustificadas o desproporcionadas al ac-
ceso y ejercicio de una actividad de servicios, siendo el fin per-
seguido eliminar los obstáculos que se oponen a la libertad de 
establecimiento de los prestadores en los Estados miembros y 
a la libre circulación de servicios entre los mismos.

A tal efecto, han sido aprobadas las correspondientes Le-
yes del Estado para adaptar la normativa española a dicha 
Directiva, como son:

- Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso 
a las actividades de servicios y su ejercicio.

- Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de 
diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre ac-
ceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

Asimismo, a nivel reglamentario, se ha dictado el Real 
Decreto 108/2010, de 5 de febrero, por el que se modifican 
diversos reales decretos en materia de agricultura e industrias 
agrarias, para su adaptación a la Ley 17/2009, de 23 de no-
viembre; así como el Real Decreto 830/2010, de 25 de junio, 
por el que se establece la normativa reguladora de la capacita-
ción para realizar tratamientos con biocidas, donde se estipula 
la acreditación de la formación del personal de los servicios 
biocidas y en general de aquellos aplicadores de biocidas que 
la requieran. 

Por parte de esta Comunidad Autónoma se ha aprobado 
el Decreto-Ley 3/2009, de 22 de diciembre, por el que se mo-
difican diversas leyes para la transposición en Andalucía de 
la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre de 2006, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en 
el mercado interior.

Ahora bien, para alcanzar el objetivo de reformar significa-
tivamente el marco regulatorio no basta establecer principios 
generales, sino que además es necesario proceder a un ejerci-
cio de evaluación de toda la normativa reguladora del acceso 
a las actividades de servicios y de su ejercicio. El resultado de 
la evaluación de las normas ha concluido con la conveniencia 
de introducir reformas en determinadas normas de rango re-
glamentario, es decir Decretos y Órdenes. 

Para la reforma de esas normas se ha considerado la ela-
boración, en la medida de lo posible, de sendas únicas nor-
mas del correspondiente rango. Pero en lo que a los Decretos 
se refiere, dada la extensión y complejidad de la reforma de 
alguno de ellos, se ha valorado el abordar la reforma en va-
rios Decretos. Así, el objetivo del presente Decreto es adaptar 
la normativa andaluza de carácter reglamentario en materia 
agroalimentaria a lo dispuesto en la citada Ley 17/2009, de 
23 de noviembre, y por lo tanto incorporar la Directiva de ser-
vicios respecto de las siguientes normas:

- Decreto 245/2003, de 2 de septiembre, por el que se 
regula la producción integrada y su indicación en productos 
agrarios y sus transformados. Respecto de este Decreto, hay 

que tener en cuenta además que la normativa básica del Es-
tado en esta materia ha sido objeto de modificación mediante 
el citado Real Decreto 108/2010, de 5 de febrero, que adapta 
a la Directiva de servicios el Real Decreto 1201/2002, de 20 
de noviembre, por el que se regula la producción integrada de 
productos agrícolas. De esa forma, se sustituye la inscripción 
previa de las personas operadoras en el Registro de Produc-
ción Integrada por una declaración responsable. Asimismo se 
elimina la autorización a las entidades de certificación.

- Decreto 161/2007, de 5 de junio, por el que se esta-
blece la regulación de la expedición del carné para las activida-
des relacionadas con la utilización de productos fitosanitarios 
y biocidas. Respecto de este Decreto, se articula la posibilidad 
de solicitar dicho carné por medios telemáticos, y además se 
sustituye la autorización previa de las entidades que imparten 
este tipo de curso por una comunicación.

- Decreto 402/2008, de 8 de julio, sobre regulación de 
mercados de productos agrarios en zonas de producción y su 
registro. En relación con este Decreto, se elimina la autoriza-
ción previa y se sustituye por una comunicación mediante una 
declaración responsable y la correlativa inscripción de oficio 
en el Registro.

Por su parte, el Decreto-Ley 7/2010, de 28 de diciembre, 
de medidas para potenciar inversiones empresariales de inte-
rés estratégico para Andalucía y de simplificación, agilización 
administrativa y mejora de la regulación de actividades eco-
nómicas en la Comunidad Autónoma de Andalucía, prevé la 
reducción de cargas administrativas a las empresas. La pos-
terior derogación de ese Decreto-Ley por la Ley 4/2011, de 6 
de junio, de medidas para potenciar inversiones empresariales 
de interés estratégico para Andalucía y de simplificación, agili-
zación administrativa y mejora de la regulación de actividades 
económicas en la Comunidad Autónoma de Andalucía, no ha 
alterado estas previsiones en cuanto que las mismas han sido 
mantenidas en el apartado 2 de la disposición final primera de 
la citada Ley 4/2011. Es por ello que se considera conveniente 
modificar el Decreto 28/2002, de 29 de enero, por el que se 
establecen los requisitos que habilitan para el ejercicio del 
buceo profesional en la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
simplificando el procedimiento de impartición de los cursos, 
de forma que sólo sea necesaria una mera comunicación para 
ello.

En cuanto a la competencia de esta Comunidad Autó-
noma para el dictado de la presente norma, hay que tener 
en cuenta las competencias asumidas en la materia en virtud 
del artículo 48 de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, 
de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía, rela-
tivo a las competencias en materia de agricultura, ganadería, 
pesca, aprovechamientos agroforestales, desarrollo rural y de-
nominaciones de calidad. Dichas competencias se encuentran 
asignadas a la Consejería de Agricultura y Pesca en virtud del 
Decreto 172/2009, de 19 de mayo, por el que se establece la 
estructura orgánica de la Consejería de Agricultura y Pesca.

También cabe considerar en relación con la modificación 
del Decreto 161/2007, de 5 de junio, su artículo 2 acerca de 
los niveles de capacitación para las actividades relacionadas 
con la utilización de productos fitosanitarios y biocidas; así 
como el artículo 55.2 del propio Estatuto de Autonomía que 
atribuye la competencia compartida en materia de sanidad in-
terior y la ordenación y ejecución de las medidas destinadas a 
preservar, proteger y promover la salud pública en todos los 
ámbitos, incluyendo la sanidad animal con efectos sobre la 
salud humana y la sanidad alimentaria.
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En su virtud, a propuesta de la Consejera de Agricultura 
y Pesca y de la Consejera de Salud, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 27.9 de la Ley 6/2006, de 24 de oc-
tubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
de acuerdo con el Consejo Consultivo de Andalucía y previa 
deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 13 
de marzo de 2012,

D I S P O N G O

Artículo primero. Modificación del Decreto 245/2003, de 
2 de septiembre.

Se modifica el Decreto 245/2003, de 2 de septiembre, por 
el que se regula la producción integrada y su indicación en pro-
ductos agrarios y sus transformados, de la siguiente forma:

Uno. Se modifica el artículo 5, que queda redactado 
como sigue:

«Artículo 5. Inscripción en el Registro.
1. Las personas o entidades interesadas en actuar en 

producción integrada o control integrado deberán comunicar 
la intención de iniciar su actividad a la Delegación Provincial 
de la Consejería competente en materia de agricultura donde 
radiquen las superficies de producción y sus instalaciones, 
para ser inscritas en el Registro de Producción integrada de 
Andalucía en la sección que corresponda de acuerdo con la 
estructura prevista en el artículo 4 del presente Decreto, me-
diante una declaración responsable ajustada a lo establecido 
en el artículo 71.bis.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, y en el artículo 13 de la 
Ley 4/2011, de 6 junio, de medidas para potenciar inversiones 
empresariales de interés estratégico para Andalucía y de sim-
plificación, agilización administrativa y mejora de la regulación 
de actividades económicas en la Comunidad Autónoma de An-
dalucía. El modelo de dicha declaración se aprobará mediante 
Orden de la persona titular de la Consejería competente en 
materia de agricultura, y se podrá presentar por medios tele-
máticos.

2. Las personas y entidades operadoras deberán estar en 
condiciones de producir o comercializar de acuerdo con los 
sistemas de producción integrada, lo que se acreditará me-
diante una auditoría realizada por una entidad de certificación 
acreditada, que estará a disposición de la Consejería compe-
tente en materia de agricultura.

3. Una vez presentada la declaración responsable a la que 
se refiere el apartado 1 podrán actuar en producción integrada 
o control integrado, sin perjuicio de que la Delegación Provin-
cial que corresponda inscriba en dicho registro a la persona 
interesada y le comunique posteriormente dicha inscripción.

4. La Consejería competente en materia de agricultura, 
a través de sus Delegaciones Provinciales, podrá cancelar la 
inscripción en el registro a que se refiere este artículo, pre-
via audiencia a la persona o entidad interesada, cuando se 
compruebe que se han incumplido las normas establecidas en 
relación con su actividad, sin perjuicio de las sanciones a que, 
en su caso, hubiere lugar.

5. La Consejería competente en materia de agricultura co-
municará las inscripciones y cancelaciones que se produzcan 
al Ministerio competente en materia de agricultura para que 
se efectúe su anotación en el Registro General de Producción 
Integrada.»

Dos. Se modifica el artículo 13 que queda redactado 
como sigue:

«Artículo 13. Entidades de certificación.
1. De conformidad con el artículo 10.1 del Real Decreto 

1201/2002, de 20 de noviembre, para poder realizar los con-

troles previstos, las entidades de certificación deberán estar 
acreditadas por la Entidad Nacional de Acreditación (ENAC) o 
cualquier otro organismo de acreditación firmante del Acuerdo 
Multilateral de Reconocimiento de la “European Cooperation 
for Acreditation” (EA). Igualmente deberán estar inscritas en el 
Registro de Entidades de Inspección y Certificación de Produc-
tos Agroalimentarios y Pesqueros de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, conforme se dispone en el Decreto 268/2003, 
de 30 de septiembre.

2. Las personas operadoras podrán elegir la entidad de 
certificación que vaya a encargarse de controlar sus activida-
des de producción integrada, de entre aquellas que se encuen-
tren inscritas en el Registro mencionado en el apartado ante-
rior. Serán por su cuenta los gastos ocasionados por el control 
de sus actividades.

3. En el desarrollo de los controles, las entidades de cer-
tificación se ajustarán a lo dispuesto en el artículo 6 y en el 
Anexo II del Real Decreto 1201/2002, de 20 de noviembre.

4. Las entidades de certificación deberán comunicar el ini-
cio de su actividad a la Consejería competente en materia de 
agricultura, así como todas aquellas concesiones y controles 
que realicen para la utilización de las distintas identificaciones 
de producción integrada dentro del territorio de Andalucía.

5. Se podrán formalizar acuerdos entre las entidades de 
certificación y entidades de control acreditadas por ENAC o 
cualquier otro organismo de acreditación firmante del Acuerdo 
Multilateral de Reconocimiento de la “European Cooperation for 
Acreditation” (EA), respecto a la norma EN 45.004, para la reali-
zación de la totalidad o parte de los controles establecidos.»

Artículo segundo. Modificación del Decreto 161/2007, de 
5 de junio.

Se modifica el Decreto 161/2007, de 5 de junio, por el 
que se establece la regulación de la expedición del carné para 
las actividades relacionadas con la utilización de productos fi-
tosanitarios y biocidas, de la siguiente forma:

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 5, que queda 
redactado de la siguiente forma:

«1. Las personas interesadas en obtener los carnés co-
rrespondientes presentarán una solicitud, que se ajustará al 
modelo que se establezca mediante Orden que se dicte en de-
sarrollo del presente Decreto, preferentemente en el Registro 
Telemático Único o en su defecto en la Delegación Provincial 
de Salud en el caso de carnés para la aplicación de biocidas 
en los ámbitos de uso ambiental o en la industria alimenta-
ria, o en la Delegación Provincial de Agricultura y Pesca, en 
el caso de carnés para la manipulación de productos fitosa-
nitarios o biocidas para la higiene veterinaria, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común. La solicitud irá 
acompañada de la siguiente documentación:

a) Certificación o diploma que acredite haber superado 
el curso de capacitación del nivel que corresponda, o en el 
caso de productos fitosanitarios, fotocopia de la titulación uni-
versitaria habilitante para cada caso, de conformidad con lo 
dispuesto en el apartado 2 del artículo 4 del presente Decreto 
o en su defecto declaración jurada de estar en su posesión. 
Para aquellas titulaciones oficiales convalidadas por el IFAPA, 
se aportará copia del título o certificación del director del cen-
tro educativo. Las titulaciones y la documentación a aportar 
para la convalidación serán establecidas mediante Orden de la 
Consejería correspondiente.

b) Informe médico específico, donde se haga constar que 
no se observa impedimento físico ni psíquico para la aplica-
ción de productos fitosanitarios o biocidas, según proceda. 
Los criterios para la elaboración del citado informe médico se 
recogen en el Anexo 2 del presente Decreto.
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c) Fotografía reciente en color tamaño carné.
d) Justificante del pago de la tasa correspondiente.»

Dos. Se modifica el artículo 9 que pasa a tener la si-
guiente redacción:

«Artículo 9. Impartición de los cursos.
1. Los centros docentes oficiales, los de carácter privado, 

así como las organizaciones profesionales, interesados en im-
partir los cursos de productos fitosanitarios y de aplicación de 
biocidas para la higiene veterinaria deberán estar acreditados 
previamente por el IFAPA. Para impartir los cursos de aplica-
ción de biocidas de uso ambiental y en la industria alimentaria 
deberán comunicarlo al órgano directivo correspondiente con 
competencias en salud pública de la Consejería competente 
en materia de salud. 

2. Los procedimientos para la acreditación de entidades 
y profesores, los requisitos que deben cumplir los cursos, las 
pruebas de aptitud, las exenciones de formación y convali-
daciones, incidencias, pérdida de la acreditación, controles y 
documentación relativa al desarrollo de los cursos, serán esta-
blecidos mediante Orden de la Consejería correspondiente, en 
el ámbito de sus competencias.

3. Asimismo las entidades acreditadas deberán comunicar 
al órgano directivo competente, con una antelación de al menos 
20 días, el inicio de cada curso. Recibida dicha comunicación, 
el órgano competente en cada caso podrá proceder a compro-
bar el cumplimiento de los requisitos para la impartición de los 
cursos en lo que se refiere a los medios materiales, técnicos 
y de personal. Los órganos competentes realizarán el segui-
miento de los cursos y el IFAPA elaborará un informe anual, 
conforme se establece en el apartado 6, punto 4, de la Orden 
de 8 de marzo de 1994 del Ministerio de la Presidencia.»

Tres. Las referencias que en dicho Decreto se contienen a 
la Consejería de Innovación, Ciencia y Empresa, se entenderán 
hechas a la Consejería que tenga adscrito el IFAPA. Asimismo 
las referencias a la Consejería de Salud o Dirección General de 
Salud Pública, se entenderán referidas a la Consejería compe-
tente en materia de salud.

Artículo tercero. Modificación del Decreto 402/2008, de 
8 de julio.

Se modifica el Capítulo III del Decreto 402/2008, de 8 de 
julio, sobre regulación de mercados de productos agrarios en 
zonas de producción y su registro, que queda redactado de la 
siguiente manera: 

«Capítulo III

Registro de mercados de productos agrarios en zonas de 
producción

Artículo 12. Registro de mercados.
1. En el Registro de mercados de productos agrarios en 

zonas de producción adscrito a la Dirección General compe-
tente en materia de industrias y calidad agroalimentaria, se 
inscribirán las personas titulares de los mercados y las mesas 
de precios.

2. El Registro constará de dos secciones:
a) Sección de mercados: A los efectos de su inscripción, 

los mercados se clasifican en dos subsecciones:
- Mercados de Presente.
- Mercados de Diferidos.
b) Sección de mesas de precios.
3. Mediante Orden de la persona titular de la Consejería 

competente en materia de agricultura se desarrollará la orga-
nización y funcionamiento del mismo.

Artículo 13. Inscripción.
1. Las personas titulares de los mercados deberán ins-

cribirse en el Registro, para lo que deberán comunicar la in-
tención de iniciar su actividad a la Delegación Provincial de 
la Consejería competente en materia de agricultura donde 
radiquen sus instalaciones mediante una declaración respon-
sable ajustada a lo establecido en el artículo 71.bis.1 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y en el artículo 13 de la Ley 4/2011, de 6 de junio, 
de medidas para potenciar inversiones empresariales de inte-
rés estratégico para Andalucía y de simplificación, agilización 
administrativa y mejora de la regulación de actividades econó-
micas en la Comunidad Autónoma de Andalucía. El modelo de 
dicha declaración se aprobará mediante Orden de la persona 
titular de la Consejería competente en materia de agricultura.

2. Una vez presentada dicha declaración podrán ejercer 
su actividad y la Delegación Provincial que corresponda inscri-
birá en el Registro a la persona titular del mercado y le comu-
nicará posteriormente dicha inscripción.

3. En el plazo de un mes desde que se comunique la 
inscripción en el Registro, las personas interesadas deberán 
remitir a la Delegación Provincial correspondiente la siguiente 
documentación:

a) En el caso de mercados:
I. Estatutos que contendrán, al menos, lo siguiente:
- Los órganos de gobierno y gestión.
- En su caso, los órganos de representación y control, así 

como sus normas de funcionamiento y el procedimiento de 
elección de sus miembros.

II. Sistemas de compraventa de productos y de informa-
ción de precios, tipos de tarifas a aplicar, régimen económico 
y de sanciones y regulación de la retirada de productos.

III. Reglamento de Régimen Interior en el que se recogerá 
la administración y gestión de los servicios del mercado.

IV. Documentación que acredite el nombramiento o desig-
nación de los órganos de gobierno y representación.

b) En el caso de mesas de precios:
I. Una Memoria descriptiva sobre el sistema empleado 

para la formación de los precios.
II. Los Estatutos, en los que constará el procedimiento 

para la designación de sus componentes y de la persona coor-
dinadora-moderadora.

III. El Reglamento del Régimen Interior, que debe recoger 
el régimen y funcionamiento de la mesa.

IV. Documentación que acredite el nombramiento o desig-
nación de los órganos de gobierno y representación.

4. En la Orden que desarrolle el procedimiento previsto 
en el presente Decreto se establecerá la gestión electrónica 
del mismo, según lo dispuesto en el Decreto 183/2003, de 
24 de junio, por el que se regula la información y atención al 
ciudadano y la tramitación de procedimientos administrativos 
por medios electrónicos (Internet) y demás normativa de apli-
cación.

Artículo 14. Cancelación de la inscripción.
La Consejería competente en materia de agricultura, a 

través de sus Delegaciones Provinciales, podrá cancelar la 
inscripción en el Registro, previa audiencia a la persona in-
teresada, cuando se compruebe que se han incumplido las 
normas establecidas en relación con su actividad, sin perjuicio 
de las sanciones a que, en su caso, hubiere lugar.»

Artículo cuarto. Modificación del Decreto 28/2002, de 29 
de enero.

Se modifica el artículo 8 del Decreto 28/2002, de 29 
de enero, por el que se establecen los requisitos que habili-
tan para el ejercicio del buceo profesional en la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, quedando redactado de la forma si-
guiente.
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«Artículo 8. Centros de Formación.
1. Los Centros de Formación que deseen impartir cursos 

para la obtención de los títulos administrativos habilitantes para 
el ejercicio del buceo profesional, previstos en el artículo 4,
deberán contar con la preceptiva autorización, con arreglo a lo 
previsto en el Decreto 2055/1969, de 25 de septiembre, por 
el que se regula el ejercicio de actividades subacuáticas.

2. Para la impartición de dichos cursos, los Centros de 
Formación, comunicarán con una antelación de al menos 15 
días a la fecha de inicio del curso, el calendario de realización 
del mismo, indicando lugar, número de plazas ofertadas, hora-
rio de su celebración y contenidos. Los programas, contenidos 
y requisitos para la obtención de los títulos administrativos que 
habilitan para el ejercicio del buceo profesional que se reco-
gen en el presente Decreto, será regulados por la Consejería 
competente en materia de agricultura y pesca.»

Disposición transitoria única. Procedimientos en tramitación.
Los procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada 

en vigor de este Decreto se tramitarán y resolverán conforme 
a la normativa vigente en el momento de su inicio.

Disposición final primera. Desarrollo y ejecución. 
Se faculta a las Consejeras de Agricultura y Pesca y de 

Salud para dictar las disposiciones necesarias en desarrollo y 
ejecución del presente Decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.
El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de 

su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 13 de marzo de 2012

JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

MARÍA DEL MAR MORENO RUIZ
Consejera de la Presidencia 

NÓICACUDE ED AÍREJESNOC 

DECRETO 54/2012, de 6 de marzo, por el que se 
aprueba el Reglamento Orgánico de las Residencias Es-
colares de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

El artículo 52.1 del Estatuto de Autonomía para Andalucía 
establece que corresponde a la Comunidad Autónoma en ma-
teria de enseñanza no universitaria, en relación con las ense-
ñanzas obligatorias y no obligatorias que conducen a la obten-
ción de un título académico o profesional con validez en todo 
el Estado, incluidas las enseñanzas de educación infantil, la 
competencia exclusiva, entre otras, en la programación y crea-
ción de centros públicos, su organización, régimen e inspec-
ción, así como la evaluación y garantía de calidad del sistema 
educativo y las actividades complementarias y extraescolares.

Asimismo, el artículo 52.2 del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía reconoce la competencia compartida de la 
Comunidad Autónoma sobre la ordenación del sector y de la 
actividad docente, así como sobre los requisitos de los cen-
tros, sin perjuicio de lo recogido en el artículo 149.1.30.ª de 
la Constitución, a tenor del cual corresponde al Estado dictar 
las normas básicas para el desarrollo del artículo 27 del texto 
constitucional, a fin de garantizar el cumplimiento de las obli-
gaciones de los poderes públicos en esta materia.

El artículo 120.1 de la Ley 17/2007, de 10 de diciembre, 
de Educación de Andalucía, establece que las residencias es-
colares existentes son centros públicos que acogen en régi-
men de familia sustitutoria a aquellos alumnos y alumnas que 

cursan estudios posobligatorios fuera de su lugar de origen o 
a aquellos otros de enseñanzas obligatorias cuyas situaciones 
personales o familiares así lo aconsejen. 

Las residencias escolares se regularon por el Decreto 
100/1988, de 10 de marzo, por el que se ordenan las resi-
dencias escolares, así como por la Orden de la Consejería de 
Educación y Ciencia de 13 de mayo de 1988, por la que se 
regula la organización y funcionamiento de las residencias es-
colares. No obstante, los cambios sociales y del sistema edu-
cativo que se han producido en los últimos años demandan 
la necesidad de que las residencias escolares modifiquen su 
organización, funcionamiento y gestión. Así, las residencias 
han pasado de desempeñar exclusivamente una función com-
pensadora e integradora, puesto que han facilitado el acceso 
a estudios obligatorios y posobligatorios al alumnado que, por 
cuestiones socioeconómicas, por pertenecer a núcleos de po-
blación rural diseminados, o por cualquier otra circunstancia 
familiar, tenía difícil la continuidad en dichos estudios, a rea-
lizar funciones que favorecen la igualdad de oportunidades y 
la equidad en la educación, al posibilitar la atención de aquel 
alumnado que tiene dificultades para acceder a los distintos 
niveles educativos, por carecer de esa oferta educativa en su 
lugar de origen. 

Por otra parte, el artículo 120.2 de la Ley 17/2007, de 10 
de diciembre, dispone que reglamentariamente se establece-
rán las normas de acceso, organización y funcionamiento de 
las residencias escolares, garantizando la participación de la 
comunidad educativa en las mismas, así como la contribución 
de las familias a la financiación de este servicio, en el caso del 
alumnado de enseñanzas posobligatorias.

En la elaboración de la presente norma se han cumpli-
mentado los trámites de audiencia e información pública, de 
conformidad en lo establecido en el artículo 45.1.c) de la Ley 
6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía.

En su virtud, a propuesta del Consejero de Educación, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 27.9 de la 
Ley 6/2006, de 24 de octubre, de acuerdo con el Consejo 
Consultivo de Andalucía y previa deliberación del Consejo de 
Gobierno en su reunión del día 6 de marzo de 2012, 

D I S P O N G O

Artículo único. Aprobación del Reglamento Orgánico de 
las residencias escolares. 

Se aprueba el Reglamento Orgánico de las residencias 
escolares de la Comunidad Autónoma de Andalucía cuyo texto 
se inserta a continuación.

Disposición adicional primera. Coordinación con los cen-
tros docentes receptores del alumnado residente.

1. Las residencias escolares se coordinarán con los cen-
tros docentes donde esté escolarizado el alumnado residente, 
con objeto de realizar un adecuado seguimiento de su evo-
lución escolar. A tales efectos, el profesorado que ejerza la 
tutoría del alumnado en los centros docentes y los educadores 
y educadoras de actividades formativas y de ocio que ejerzan 
la tutoría en la residencia intercambiarán la información perti-
nente sobre los resultados de la evaluación del alumnado re-
sidente y sobre las medidas de apoyo que se consideren más 
adecuadas para su aplicación en la residencia. 

En el caso de que las familias del alumnado residente 
suscriban compromisos educativos o de convivencia con el 
centro docente en el que curse sus estudios dicho alumnado, 
se facilitará la participación del personal de la residencia que 
ejerza la tutoría del alumnado residente en su elaboración y 
seguimiento.


